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Resumen

Este artículo examina la relación que existe entre la democracia con los pueblos indígenas a 
partir del concepto Homo sacer (Homines sacri), acuñado por Giorgio Agamben (1998). El ar-
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recursos naturales) pueden ser interpretados no solo como violaciones a los derechos humanos 
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de Mary y Carrie Dann, en una disputa por tierras con los EE.UU., y que la Comisión Intera-
mericana de Derechos Humanos (CIDH) ha considerado como violatorio de la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (Declaración Americana). La revisión del 
caso se basa en el reporte de la CIDH (2002).
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Mientras que algunos autores conside-
ran que en una democracia los dere-
chos son instrumentos para asegurar o 
promover intereses individuales o gru-
pales (Ivison et. al 2000, p. 17), este 
artículo examina las relaciones políti-
cas marcadas por la violencia histórica 
y la exclusión que han vivido pueblos, 
comunidades, naciones y tribus indí-
genas en los Estados Unidos. El artícu-
lo destaca que la violencia cometida 
contra ellos ha sucedido en el marco 
de las instituciones democráticas de 
los EE.UU., ha sido una constante du-
rante varios siglos mediante invasio-
nes, reubicaciones forzadas, genocidio 
y despojo de tierras. 

La violencia también ha sucedido en 
el marco de tratados violados, opre-
sión política e intentos de asimilación 
(Anaya, 2012a). La exclusión es otra 
característica de las relaciones polí-
ticas entre indígenas (o indios, como 
se les llama en idioma inglés) y las 
instituciones democráticas; la exclu-
sión tiene lugar a pesar de las “con-
tribuciones”, que han hecho al país y 
que van desde la cesión de tierras me-
diante tratados (Anaya, 2012a, p. 6), 
renunciado a patrimonios culturales 
(Bradford, 2005; Anaya, 2012a), hasta 
su participación en guerras como sol-
dados estadounidenses. La exclusión 
se refiere a lo que Anaya ha llamado 
las “maquinaciones” del sistema legal 
estadounidense que ha pretendido 
despojar a las hermanas Mary y Carrie 
Dann, de sus tierras y recursos natu-
rales (Anaya, 2005, p. 14); las ma-
quinaciones se refieren a una serie de 

acciones administrativas, legislativas 
y judiciales para reafirmar derechos de 
la soberanía nacional sobre el territo-
rio tradicional de dos mujeres Shos-
hón Occidental (SO). 

Esta investigación no es un análisis 
exhaustivo de la totalidad de la expe-
riencia de los pueblos indígenas que 
habitan Angloamérica (Miller, 2001; 
Nichols, 1998). El artículo revisa el 
caso de las hermanas Carrie y Mary 
Dann como una experiencia de vio-
laciones a los derechos humanos co-
metidas contra población indígenas. 
La disputa de las hermanas Dann con 
el estado estadounidense se refiere a la 
posible permanencia de los derechos 
del pueblo SO en sus tierras ancestra-
les, es decir, a la pretendida extinción 
de los derechos tradicionales sobre su 
territorio y recursos naturales y que, 
al parecer, fue determinada unilate-
ralmente por el sistema legal de los 
EE.UU. Los datos cualitativos para 
este ensayo provienen de las reco-
mendaciones emitidas por la CIDH1, 
órgano que en 2002 estableció que los 
EE.UU. habían violado los derechos 
de los SO al debido proceso, a la igual-
dad frente a la ley y a la propiedad, 
bajo la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre (la 
Declaración Americana). 

1 Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial de la ONU (Kinnison, 2011; McDonald, 
2009).



19526Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 26 (1), I Semestre 2015 (EISSN: 2215-4221)

Los Estados Unidos de América y la apropiación del territorio indígena

El caso de las hermanas Mary y 
Carrie Dann 

La demanda de las hermanas Dann, 
ciudadanas estadounidenses, fue trata-
da en la CIDH entre 1993 y 2002. El 
caso surge a partir de su negativa a su-
jetarse al sistema de permisos impues-
to por los EE.UU. para pastar ganado 
en tierras que este considera públicas, 
sin embargo, ellas consideran que las 
tierras donde pasta su ganado son par-
te del territorio tradicional de los SO 
(Anaya 2005, p. 14)2 y que las Dann 
y otros SO están actualmente en po-
sesión y uso de ellas. Las Dann tam-
bién sostienen que los EE.UU. han 
interferido en el uso y la ocupación 
de sus tierras ancestrales por haberse 
apropiado de ellas a través de un pro-
cedimiento injusto. Sobre la base de 
estas circunstancias, ellas han sosteni-
do que los EE.UU. han violentado la 
Declaración Americana. 

De esta manera, el caso de las Dann 
se refiere a la determinación sobre la 
pérdida o permanencia del título abo-
rigen del pueblo SO sobre sus tierras 
tradicionales en lo que hoy es Nevada 
y California. En opinión de la Comi-
sión Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH 2002 par. 100), el punto 
en contención involucra la cuestión de 
si alguno o todos los derechos de tierra 

2 El “pueblo” o “nación” SO es un colectivo 
compuesto por bandas o tribus relativamente 
descentralizadas: Temoak Shoshone, Ely 
Shoshone y Yomba Shoshone. Cada banda integra 
a grupos e individuos con lazos familiares que 
tradicionalmente han ocupado un territorio de 24 
000 000 acres en Nevada (CIDH 2002 par. 101).

subsisten y el método adecuado para 
determinar y estimar cualquiera de esos 
derechos. Los EE.UU. reconocen que 
los SO históricamente ocuparon un 
área que cubre una larga parte de lo que 
hoy es Nevada (CIDH 2002 par. 80)3. 
Tanto las Dann como los EE.UU. coin-
ciden en considerar a aquellas como 
indígenas SO, reconocen la ocupación 
y uso histórico del territorio y los re-
cursos en disputa y, además, reconocen 
que ellos tuvieron título sobre ese terri-
torio como parte de sus tierras ances-
trales. Pero el caso también se refiere al 
uso del territorio y al hecho que detonó 
la demanda de las Dann. 

En 1974, los EE.UU. presentaron una 
acción de entrada ilegal (allanamien-
to) en contra de las Dann, por las ac-
tividades de pastoreo que su ganado 
realizaba, en el extremo noreste de Ne-
vada, sin el permiso correspondiente 

3 La tierra fue cedida a los EE.UU. por México 
en 1848, mediante el Tratado de Guadalupe-
Hidalgo, cuando el territorio estaba ocupado por 
nativos americanos. Luego, en 1863, los EE.UU. 
firmaron el Tratado del Valle Rubí (Treaty of Ruby 
Valley) con los SO, bajo el cual, los EE.UU. y los 
SO acordaron poner fin a las hostilidades y vivir 
amigablemente. De acuerdo con los EE.UU., el 
tratado no intentaba reconocer el título de tierras 
cubierto por los SO. Siguiente a este tratado, los 
EE.UU. afirman que empezó a tratar ciertas tierras 
dentro de esa área como “tierras públicas” de 
EE.UU. (CIDH 2002 par. 80). Los EE.UU. afirman 
(CIDH 2002, p. 82) que las Dann y otros grupos 
SO perdieron cualquier derecho en esas tierras 
como resultado de encapsulamiento por colonos 
estadounidenses. En efecto, las migraciones 
del siglo XIX hacia el oeste de Norteamérica, 
incluyendo las áreas en el estado de Nevada 
tradicionalmente ocupadas por los SO, fueron 
ocupadas por colonos cuyo asentamiento en la 
región fue promovido por la entrega de tierras que 
harían los EE.UU. a colonos que establecieran un 
rancho y su residencia permanente.
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del gobierno de los EE.UU. Las Dann 
argumentaron que la tierra ha estado 
en posesión suya y de sus ancestros des-
de tiempo inmemorial y que, además, 
el título aborigen sobre el territorio im-
pide que los EE.UU. requieran permi-
sos de pastoreo (CIDH, 2002 par. 120). 

En esta disputa, la corte que conoció 
del caso (The U.S. District Court) re-
chazó el argumento de las Dann sobre 
la base de que el título aborigen sobre 
el territorio tradicional se había extin-
guido mediante el procedimiento en la 
Comisión de Reclamos Indios (CRI) 
y que los EE.UU. habían adquirido la 
totalidad de las 22 millones de acres de 
tierra de los SO mediante litigio ante 
la CRI desde 1962 (CIDH, 2002 par. 
121-123). Pero a diferencia de lo que 
sostienen los EE.UU., la CIDH señala 
que existe en realidad una controver-
sia sobre la subsistencia del título a to-
das o parte de las tierras ancestrales y 
si esto fue litigado y concluido por la 
CRI (CIDH, 2002 par. 137). 

Los Estados Unidos de América 
y las naciones, pueblos y tribus 
indígenas 

En el censo de 2010, los EE.UU. regis-
traron 5.2 millones de personas que se 
autodefinen como indios americanos 
o nativos, originarios de Alaska (1.7% 
del total de la población), y cerca de 
medio millón de personas se identifi-
can como nativo-hawaiianos (Anaya, 
2012a, p. 5). Los PP.II. en EE.UU. for-
man una variedad de tribus o naciones 
que tienen diversos tipos de estatutos 

legales (Miller, 2001). Por ejemplo, 
los hawaiianos nativos y las tribus no 
reconocidas. También están las tribus, 
naciones y pueblos reconocidos; los 
EE.UU. reconocen y mantienen rela-
ciones gobierno-a-gobierno con 566 
tribus y pueblos de indios americanos 
y nativos de Alaska (Champagne, 
2008); las tribus, reconocidas por el 
gobierno federal, tienen reservaciones 
u otras tierras sobre las cuales ejercen 
autogobierno (Anaya, 2012a, p. 5). 

En EE.UU., la población indígena 
reside en reservaciones (Indian Coun-
tries), en áreas urbanas, en Alaska 
y en Hawái; la variedad de localiza-
ción genera problemas de membresía 
e identificación (Nagel, 1997). En 
efecto, los PP.II. son considerados na-
tivo-americanos (Native Americans), 
si habitan en el territorio de EE.UU. 
y 230 grupos son considerados nati-
vos de Alaska (Alaska Natives), que 
son diferentes de los nativos de Hawái 
(Native Hawaiians). 

La estructura legal de las relaciones en-
tre el indio americano y el Estado es-
tadounidense tiene cuatro elementos: 

En primer lugar, los tratados son la 
piedra angular de esta relación sobre 
la base del reconocimiento de las na-
ciones y las tribus indígenas como na-
ciones soberanas. Los tratados fueron 
el primer instrumento por medio del 
cual los poderes coloniales adquirie-
ron tierras de las tribus y estas últimas 
retuvieron derechos sobre otras tierras 
y recursos no cedidos (Anaya, 2012a, 
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p. 7). Después de su independencia, 
los EE.UU. continuaron con la prác-
tica de los poderes coloniales de firmar 
tratados con las tribus. Muchos de los 
tratados continúan vigentes como 
parte de la ley federal y definen las re-
laciones entre las tribus y los EE.UU. 
Precisamente, las numerosas violacio-
nes a los tratados, constituyen algunos 
de los daños más significativos perpe-
trados por los EE.UU. contra los pue-
blos indígenas (Anaya, 2012a, p. 8). 

Un segundo elemento que estructura 
las relaciones entre PP.II. y los EE.UU. 
es la Constitución de 1787. El artículo 
1 (sección 8, cláusula 3), establece que 
el Congreso estadounidense tiene el 
poder para regular el comercio con las 
tribus indias; de aquí se desprende que 
la competencia en materia indígena es 
federal y no estatal (Anaya, 2012a, p. 
6). Además, el articulo 2 (sección 2, 
cláusula 2), da autoridad al Congreso 
para firmar tratados. 

En tercer lugar, el marco de relaciones 
PP.II.-EE.UU. incluye varias doctrinas 
legales. La Corte Suprema estadouni-
dense ha afirmado amplia jurisdicción 
sobre asuntos indígenas a los poderes 
federales (Congreso y Presidente) y ha 
establecido los fundamentos sobre los 
derechos y estatus de las tribus indias, a 
partir de casos judiciales del siglo XIX 
(Anaya, 2012a; Bradford, 2005; Wil-
kins y Tsianina, 2001; Fleras y Elliott, 
1992). Estas doctrinas son: la del des-
cubrimiento4, la doctrina de la con-

4 Sobre el caso Johnson v.s. M’Intosh (1823), y la 
opinión del ministro judicial John Marshall, el 

fianza5, la doctrina del poder pleno6, la 
doctrina de los derechos reservados, la 
doctrina de la derogación implícita y 
la doctrina de la inmunidad soberana. 
A la luz de la DNUDPI y de la juris-
prudencia interamericana, se ha suge-
rido que estas doctrinas descansan so-
bre principios racistas y etnocéntricos. 
El relator Anaya afirma que tales doc-
trinas son bivalentes porque afirman 
derechos pero también los limitan y 
están en disonancia con los valores 
de los derechos humanos contempo-
ráneos (Anaya, 2012a, p. 7; Bradford, 
2005; Wilkins y Tsianina, 2001). 

Un cuarto elemento que enmarca las 
relaciones entre los PP.II. y los EE.UU. 
se refiere a las leyes y políticas públicas 
contemporáneas y a aquellas surgidas 
en la era colonial (Wilkins y Tsiani-
na, 2001); la legislación federal se 
complementa con docenas de directi-
vas ejecutivas y programas específicos 
(Anaya, 2012a: 24; Cornell, 2006). 

Las relaciones PP.II–EE.UU. han teni-
do diversos momentos históricos. Los 
PPII no fueron parte de la soberanía 

Relator de la ONU afirma que el uso de nociones 
de “descubrimiento” y “conquista” para disminuir 
y subordinar derechos indígenas se relaciona con 
actitudes coloniales racistas (Anaya 2012a: 7; 
Bradford 2005: 17).

5 En el caso Cherokee Nation v.s. Georgia, (1831), 
los EE.UU. reclamaron “trust title” para todas 
las tierras dentro de las fronteras nacionales 
(Bradford 2005: 20). La doctrina de la Corte 
reconoce que las tribus son naciones soberanas 
pero como “naciones domésticas dependientes”, 
están sujetas a la primacía del poder del gobierno 
federal (Patton 2005 y Anaya 2012a).

6 El Congreso tiene poder pleno sobre asuntos 
indígenas excluyendo a los estados (Worcester v. 
Georgia) (Bradford 2005; Wilkins y Tsianina 2001).
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que dio origen al Estado estadouni-
dense y que marcan el inicio de la ex-
clusión de vidas humanas de la esfera 
política y, de la sociedad del orden 
jurídico-político del Estado. Desde 
1763 se abrió un periodo marcado por 
el conflicto entre los indios america-
nos y los colonos europeos; los trata-
dos serán un medio para reconocer a 
los PP.II. como ‘naciones’ aunque en 
la práctica serán despojados de sus 
territorios (Fleras y Elliott 1992). En 
1828, se abrieron las tierras al este del 
río Misisipí para asentamientos euro-
peos, introduciendo así una política 
de desalojo (Policy of Indian Removal). 
La masacre de Wounded Knee (1890), 
marca el fin de las Guerras Indias y 
abre un periodo de aculturación o eli-
minación de la soberanía indígena y 
los derechos colectivos sobre sus terri-
torios (Anaya, 2012a; Bradford, 2005; 
Mager Hois, 2009). La historia registra 
que el genocidio fue parte de la políti-
ca gubernamental hacia la población 
originaria (Strickland, 1986), hay 
registro de más de cuarenta masacres 
(Bradford 2005, p. 7) incluyendo Blue 
River (1854), Bear River (1863), Sand 
Creek (1864), Washita River (1868), 
Sappa Creek (1875), Camp Robinson 
(1878) y Wounded Knee (1890). El fin 
de las Guerras Indias muestra cómo es-
tos pueblos poco pudieron hacer para 
competir por el control del territorio y 
de los recursos naturales frente al na-
ciente Estado estadounidense. 

En el siglo XX, los tres momentos más 
importantes fueron: la participación 
de hasta 25,000 ‘nativo-americanos’ 

con el ejército de EE.UU. (1941-
1945), seguido de la fundación del 
Congreso Nacional de Indios Ameri-
canos (1944); un cambio más radical 
sucedió en 1968, con el surgimiento 
del activismo político contencioso 
con demandas como mayor poder de 
decisión, y desde entonces, han pro-
curado ganar influencia en aspectos 
como educación, gobierno tribal, 
administración de justicia, desarro-
llo económico, retención de cultura 
y lenguaje (Champagne 2008; Fle-
ras y Elliott 1992). Hubo protestas 
a nivel pan-tribal (American Indian 
Movement), supra-tribal (National 
Congress of American Indians) (Mager 
Hois 2009: 81) y tribal. Por ejemplo, 
el Movimiento Indígena Americano 
(American Indian Movement o MIA), 
estuvo activo entre 1968 y 1974. En 
este periodo, tres protestas importan-
tes fueron: la Ocupación de Alcatraz 
(1969-1971), la marcha de los Trata-
dos Rotos (Trail of Broken Treaties) que 
derivó en la ocupación del edificio de 
la Oficina de Asuntos Indígenas y la 
permanente vigilancia sobre el movi-
miento (1972) y, tercero, el sitio de 
Wounded Knee (1973). 

A partir de 1981 el clima político era 
adverso para promover las deman-
das de las naciones y las tribus indias 
(Champagne, 2008): pobreza, discri-
minación, opresión y ‘tutela racial’ 
(Trigger 1985). Algunos pueblos han 
reclamado su territorio y su libre au-
todeterminación mediante distintas 
formas de acción política, contribu-
yendo a definir una agenda política 
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que coincida con las demandas de los 
movimientos indígenas del resto del 
continente: autodeterminación, auto-
nomía cultural y autosuficiencia eco-
nómica (Champagne, 2008). La justi-
cia es un tema tan importante como 
pendiente (Bradford, 2005). También 
es pertinente mencionar que algunas 
naciones y tribus han encontrado aco-
modo en esta relación, e incluso, han 
obtenido beneficios. 

Recientemente, la política del presi-
dente Barack Obama (2009 - 2014), 
parte del reconocimiento de que el pa-
sado de problemas y promesas rotas no 
podrá borrarse y que en esa relación, 
solo queda el futuro. Con Obama des-
tacan cinco decisiones: la primera se 
refiere a una disculpa a las naciones 
indígenas, de parte de los ciudada-
nos de los EE.UU. que fue hecha el 
19 de diciembre de 2009, insertada 
en la página 45 del presupuesto de la 
Secretaría de Defensa (Department of 
Defense HE 2010 HR 3326) y firma-
da por Obama7. Se ha criticado que la 
disculpa no haya sido anunciada pú-
blicamente por la Casa Blanca, ni por 
el presidente (Anaya 2012b). 

Después, el 16 de diciembre de 2010, 
tres años después de que los EE.UU. 
votaran en contra de la DNUDPI, 
Obama y los EE.UU. cambiaron su 
posición inicial después de que todo el 
gobierno federal revisó la Declaración 

7 Ver: http://www.gpo.gov/fdsys/pkg/BILLS-
111hr3326enr/pdf/BILLS-111hr3326enr.pdf.; 
sobre la disculpa a Hawái ver http://usgovinfo.
about.com/b/2012/12/27/did-you-know-the-us-
apologized-to-native-americans.htm

y tres consultas con líderes tribales 
(Dakota del Sur, y dos en Washing-
ton, D.C.), a organizaciones indígenas, 
de la sociedad civil y otros individuos 
interesados (USDoS 2010; Kinnison 
2011). Para EE.UU. hay cinco áreas 
prioritarias: fortalecer la relación go-
bierno a gobierno, proteger las tierras 
nativo-americanas y el ambiente, y 
respaldar salud, desarrollo económico, 
protección de las culturas nativo-ame-
ricanas. Los EE.UU. reconocen que 
uno de los actos más opresivos cometi-
dos contra los PP.II., ha sido la apropia-
ción de sus tierras, territorios y recursos 
naturales (USDoS 2010). Este país res-
palda la Declaración de las Naciones 
Unidas, por considerar que con ella se 
establece un marco universal con los 
estándares mínimos para la sobrevi-
vencia, la dignidad, el bienestar y los 
derechos de los PP.II. del mundo –aun-
que no sea legalmente vinculatoria–. 

Una tercera iniciativa de Obama ha 
sido la creación, en junio de 2013, 
de un consejo sobre asuntos indíge-
nas (White House Council on Native 
American Affairs), cuyo propósito 
coordinar, intergubernamentalmente, 
30 agencias con las tribus, naciones 
y pueblos indígenas; los temas de tra-
bajo incluyen: desarrollo económico, 
salud, sistemas de justicia tribal, edu-
cación, administración de tierras y re-
cursos naturales. Sin embargo, algunas 
organizaciones no gubernamentales 
cuestionan la habilidad del órgano 
para producir mejoras concretas a las 
tribus o en las relaciones con el go-
bierno federal, aunque destaca que la 



200 26 Revista Latinoamericana de Derechos Humanos
Volumen 26 (1), I Semestre 2015 (EISSN: 2215-4221)

Héctor Calleros Rodríguez

retórica de Obama es promisoria (IW-
GIA, 2014: 56). Además, desde 2009, 
Obama ha sido anfitrión de cinco con-
ferencias (White House Tribal Nations 
Conferences), evento al que son invi-
tados líderes de todas las tribus reco-
nocidas por el gobierno federal, para 
comprometerse en pláticas directas 
con funcionarios de alto nivel (Oba-
ma, 2014; 2014a; 2010). Una estra-
tegia para orientar políticas públicas 
hacia los PP.II. con líderes tribales fue 
desarrollar una estrategia para atender 
a las indígenas: revivir la economía y 
el empleo, construir infraestructura, 
educación, salud, promoción de gene-
ración de energía limpia (solar y eóli-
ca), crédito para negocios, salubridad, 
criminalidad y justicia en las reserva-
ciones (EOoP, 2014). 

Una quinta acción de Obama ha sido 
su primera visita como presidente a te-
rritorio indio (Indian Country) (Thiele 
2014); el 13 de junio de 2014, visitó 
a la tribu Sioux Standing Rock (Stan-
ding Rock Sioux Tribe), localizada en el 
estado de Dakota del Norte. Su agen-
da incluye: promover empleo, educa-
ción y libre determinación en territo-
rio indígena. La retórica de Obama, 
que IWGIA mira con escéptico op-
timismo, afirma que la historia de los 
EE.UU. y las naciones tribales está lle-
na de promesas rotas pero que durante 
su gobierno, se escribe un nuevo ca-
pítulo en esa relación: uno donde los 
acuerdos son sostenidos y la soberanía 
tribal es respetada. El presidente esta-
dounidense argumenta que ha fortale-
cido a la justicia y a la soberanía tribal 

mediante la reautorización de la ley de 
violencia contra las mujeres (Violence 
Against Women Act), justicia tribal, 
protección civil y otra sobre tierras. 
También argumenta resolver disputas 
añejas, así como infraestructura cami-
nera e internet, adiestramiento labo-
ral y educación superior tribal. Sobre 
energía: ingresos por petróleo y gas en 
tierras tribales y también se trabaja 
para desarrollar proyectos de energía 
renovable en territorios tribales, acce-
so a servicios de salud (Affordable Care 
Act y Indian Health Care Improvement 
Act), empleo y educación. 

Obama (2014a) dijo que a través de 
la historia, los EE.UU. no han respe-
tado la relación de nación a nación y 
que él ha intentado mostrar determi-
nación en hacer alianza con las tribus 
sobre temas pendientes y sobre el futu-
ro: desarrollo económico y educación 
(Thiele, 2014). En esta reunión de 
naciones, tribus y pueblos indígenas 
(powwow), Obama habló con los líde-
res tribales y buscó honrar la relación 
“de nación a nación” como la tónica 
de su gobierno. Por último, la visita 
del Relator de la ONU, James Anaya, 
en la primavera de 2012, se realizó en 
el marco de la aprobación de la DNU-
DPI; tuvo como objetivo examinar la 
situación de los PP.II. y evaluar cómo 
los estándares de la Declaración se 
reflejan en la ley y en políticas públi-
cas del país. La visita de Anaya a los 
EE.UU. ha sido la primera que realiza 
un experto independiente, designado 
por el Consejo de Derechos Huma-
nos de la ONU en materia indígena. 
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Precisamente, uno de los representan-
tes legales de las hermanas Dann fue, 
justamente, James Anaya. 

Homo sacer / Homines sacri: la 
vida en sí 

Desde su surgimiento en el siglo XVI-
II, la democracia ha planteado retos a 
los pueblos indígenas. La democracia, 
como sistema de gobierno, se presen-
ta a sí misma como un lenguaje uni-
versal para abordar las relaciones po-
líticas, sociales, legales y económicas 
de una comunidad jurídico-política, 
pero siempre ha tenido una relación 
conflictiva con los pueblos indígenas 
y con sus sistemas de organización 
política, social, productiva y cultural 
(ver Ivison et. Al, 2000). En esta re-
lación conflictiva, la democracia ha 
respondido de distintas maneras, por 
ejemplo: el constitucionalismo con-
sidera que los principios democráticos 
fundamentales no necesitan ajustarse 
a las demandas y necesidades de los 
pueblos indígenas, sino que deben 
buscar extender los derechos y las pro-
tecciones estimados (Rubio, 2007). 
Una segunda respuesta de la democra-
cia liberal ha sido la visión culturalista 
que considera que la democracia libe-
ral puede acoger y acomodar los dere-
chos de los pueblos indígenas (Anaya, 
1996; Kymlicka, 1995; Sierra, 2004; 
Gómez, 1993; López, 1995; Anaya, 
2005). Una tercera forma de respuesta 
ha sido la coexistencia (Sierra, 2004 
y Franco, 1995). Finalmente, la pos-
tura revolucionaria procura cambiar 
los fundamentos del orden político 

para hacer justicia y acomodar las as-
piraciones de los PP.II. (Speed, 2007; 
Baronnet et. al, 2011).

En una democracia, los derechos pue-
den ser entendidos como instrumen-
tos para asegurar o promover intereses 
individuales o de grupo; estos operan 
y se practican dentro de estructuras 
prácticas e interpretativas que son 
puestas en operación por creencias y 
prácticas históricas (Ivison et. al 2000, 
p. 17). En la era del reconocimiento 
de la libre determinación indígena, 
marcada por la Declaración, los dere-
chos humanos de los PP.II. se afirman 
dentro de la democracia. La Decla-
ración es parte del cuerpo de los ins-
trumentos de derechos humanos para 
proteger a los PP.II (Anaya, 2012b); 
su importancia radica en que por vez 
primera se reconoce a los PP.II. como 
pueblos diferentes dentro de los paí-
ses. La Declaración es el “consenso de 
la comunidad mundial sobre los dere-
chos de los pueblos indígenas” (Ana-
ya, 2012b) y se funda en la idea cen-
tral de que la gente tiene el derecho 
de continuar como pueblos diferentes 
con sus propias identidades distintivas 
y de determinar sus propios destinos y 
tradiciones. Además, contiene una se-
rie de provisiones sobre autogobierno, 
tierras y recursos, lengua, cultura, sa-
lud y educación, que descansan sobre 
el derecho fundamental de los PP.II. a 
la libre determinación.

Sin embargo, parece ser que el pro-
blema no es la falta de marcos legales 
de protección y derechos a aquellos 
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individuos o grupos humanos que han 
carecido de ambos; de acuerdo con 
Giorgio Agamben (1998), lo que en 
realidad se necesita son nuevas for-
mas y métodos políticos: unos que 
anulen, por completo, la diferencia 
entre humano y ciudadano (1998, p. 
187; Lemke, 2011). También sugiere 
ya no considerar a las declaraciones 
de derechos como proclamaciones 
de valores y principios éticos eternos 
y meta-jurídicos –al final de cuentas, 
no tienen mucho éxito–. También su-
giere considerar a las declaraciones de 
derechos según su función histórica 
real, es decir, la representación origi-
naria de la inscripción de la vida na-
tural en el orden jurídico-político del 
Estado-Nación. 

De esta manera, Agamben argu-
menta que la relación central de lo 
político no es amigo-enemigo, sino 
la separación entre vida pura y exis-
tencia política; a partir de aquí, él 
cuestiona la teoría del contrato social 
y cuestiona la creación de comunida-
des políticas basadas en la identidad 
(nacional, étnica y religiosa). Para 
él, la historia política de Occidente 
ha estado marcada por la separación 
básica entre vida pura (la existencia 
entendida como funciones biológi-
cas) y la existencia política; esta se-
paración es precisamente el núcleo 
de la historia política de occidente 
(Lemken, 2011). Después de la Revo-
lución francesa, en la Declaración de 
los Derechos del Hombre y del Ciu-
dadano, de 1789 (Francia), la vida en 
sí (vida nuda), entra completamente 

en la estructura del Estado; e incluso 
se convierte en la fundamentación 
terrenal de su legitimidad y soberanía 
(1998, p. 75). 

La Declaración de 1789, argumenta 
Agamben, muestra que es precisamen-
te la vida en sí (es decir, el mero acto 
de nacer o vida nuda), el que aparece 
como la fuente y el portador de de-
rechos (Artículo 1. Los hombres na-
cen y permanecen libres e iguales en 
derechos). El tránsito del súbdito al 
ciudadano en la Declaración de 1789 
significa que el nacimiento (la vida 
natural en sí) se convierte en el por-
tador inmediato de la soberanía; así, el 
nacimiento de la democracia descansa 
en la vinculación entre los principios 
de nacimiento (el origen de la nación) 
y el de soberanía. Los derechos se atri-
buyen al hombre o se originan en él 
(Agamben, 1998). 

Lo sagrado de la vida, que se invoca 
hoy día como un derecho fundamen-
tal absoluto en oposición al poder 
soberano, expresa precisamente el 
sometimiento de la vida a un poder 
sobre la muerte y la exposición irre-
parable de la vida en la relación de 
abandono. La producción de la vida 
en sí (vida nuda), es la actividad ori-
ginaria de la soberanía (Agamben, 
1998, p. 53). 

Agamben (1998) intenta establecer 
la función esencial del Homo sacer 
en la política moderna, mediante la 
identificación de una estructura po-
lítica que oscila entre la impunidad 
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del homicida y la exclusión del sa-
crificio. Precisamente, los rasgos dis-
tintivos del Homo sacer son la doble 
exclusión y la violencia a la que este 
hombre es sometido: la falta de pro-
tección frente a la violencia legíti-
ma (inclusión en la soberanía) como 
contra la ilegítima (exclusión). El 
Homo sacer es una figura romana 
legal arcaica que define caracterís-
ticas contradictorias que marcan 
una doble exclusión: es un hombre 
expuesto a la violencia de sus verdu-
gos, pero estos no son considerados 
como criminales ni sacrílegos; este 
hombre es una persona que puede 
ser asesinada con impunidad porque 
está excluida de la comunidad polí-
tico-legal y reducida al estado de su 
existencia física (Lemke, 2011). 

En Homo sacer, lo sagrado (sacer), 
se refiere a la separación respecto a 
otros hombres, más allá del ordena-
miento legal, ya sea divino o humano 
(Agamben, 1998). El término sacer 
se refiere en realidad a la vida huma-
na que puede recibir la muerte por la 
mano de quien sea: es vida humana 
objeto de violencia, más allá de la es-
fera del orden social (sea éste divino 
o humano). Explica que esa esfera de 
acción humana sólo puede mantener-
se en una relación de excepción; es el 
ámbito de una decisión soberana que 
suspende la ley en el estado de excep-
ción y, por lo tanto, implica vida en 
sí misma (vida cruda). En la esfera 
soberana, cualquiera puede matar a 
esta persona, con total impunidad. La 
violencia cometida contra él queda 

impune porque no es ni sacrificio (ley 
divina) ni homicidio (ley humana). 
Sustraído de la ley divina y huma-
na, esta violencia abre una esfera de 
acción humana que Agamben busca 
entender (1998). 

En efecto, históricamente, el Estado 
ha producido humanos sin ningún 
derecho: los exiliados romanos, los 
condenados medievales, los campos 
de concentración Nazis (Giacca-
ra y Minca, 2011); en el caso de los 
EE.UU. es posible pensar en incluir al 
indio americano, los afro-americanos 
(Trayvon Martin y Michael Brown: 
Black lives matter o Black life matters8). 
Pero el análisis del Homo sacer no 
debe reducirse únicamente al análisis 
de aquellos individuos/colectivos que 
carecen de derechos legales, sino que 
debe incluir a todos aquéllos que son 
confrontados con procesos sociales de 
exclusión, incluso si disfrutan formal-
mente de todos sus derechos políticos 
(Lemke, 2011). Por ejemplo, existen 
diversas experiencias humanas que 
pueden incluirse en el concepto Homo 
sacer: los presos de Guantánamo (Or-
tega, 2008), o bien, el solicitante de 
asilo, los refugiados, los inmigrantes 
indocumentados (Schinkel, 2009), los 
inmigrantes en centros de detención, 
los guetos y los centros de detención 
de inmigrantes indocumentados. Otros 
ejemplos pudieran ser los pasajeros en 
zonas de tránsito en aeropuertos, como 

8 Sobre las protestas por el asesinato del joven 
Michael Brown, en Ferguson, Mísuri ver a John 
Eligon, 2014 Anger, Hurt and Moments of Hope in 
Ferguson. 21 de agosto. New York Times. Página A1.
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Edward Snowden y David Miran-
da (Greenwald, 2014, The Guardian, 
2013). Adicionalmente, es necesario 
enunciar que el poder tiene una dua-
lidad que lo hace positivo (liberador) 
pero también negativo (represor); el 
concepto Homo sacer puede referirse 
a la reproducción de esta dualidad en 
forma de dos excepciones: la exclusión 
(ostracismo) y la inclusión (privile-
gio): tanto el gueto como el barrio re-
sidencial cerrado (Diken 2004). 

Otro elemento que es necesario con-
siderar se refiere a la territorialidad: 
Agamben no considera la producción 
del espacio o territorio, aunque la so-
beranía del Estado se reproduce en un 
territorio, sobre una población, a par-
tir de estructuras de gobierno, conside-
rando su territorialidad (Smith, 2008; 
Cox, 1998). Cox sugiere que los espa-
cios que forman los grupos sociales son 
espacios de involucramiento, es decir, 
territorios que se convierten en sitios 
activos de resistencia social, con una 
locación y contextos particulares para 
retar y resistir su dependencia (Smith, 
2008). Finalmente, Agamben tampo-
co reconoce la agencia del Homo sacer 
en su capacidad para resistir, oponerse 
y enfrentar su adversidad; es necesa-
rio recordar que no todo está definido 
por el Estado (Cox, 1998)9. Aunque 

9 Los espacios de dependencia están definidos por 
relaciones sociales más o menos localizadas, 
de las cuales dependemos para la realización 
de intereses esenciales y para las cuales no hay 
sustituto en otro lugar; ellas definen condiciones 
específicas de lugar para nuestro bienestar 
material y nuestro sentido de significación (Cox 
1998: 2 en Smith 2008: 244).

el Estado tiene poder para mantener 
y reproducir su soberanía, definiendo 
el terreno de la dependencia, éste no 
puede definir el espacio de la resisten-
cia (Smith, 2008). Entonces, el con-
cepto Homo sacer necesita ser revisado 
en lo que se refiere a: i) la generaliza-
ción de la lógica del campo en la so-
ciedad contemporánea ii) la dualidad 
del poder, iii) la territorialidad del 
Homo sacer, así como iv) su agencia y 
iv) el reconocimiento de que el Estado 
no es capaz de controlarlo todo. 

El caso de las hermanas Mary y 
Carrie Dann

Los Shoshón Occidentales han pre-
sionado por el reconocimiento de sus 
derechos sobre su territorio tradicio-
nal por más de 30 años. El caso de las 
hermanas Dann permite ver hasta 
qué punto una democracia garantiza, 
de hecho, los derechos de distintos 
grupos sociales. Ellas son originarias 
de un rancho donde crían ganado 
y que se localiza en territorio de la 
Banda Dann, cerca de la comunidad 
de Valle Creciente (Nevada). La 
Banda Dann no está entre las tribus 
SO federalmente estatuidas con las 
que el gobierno de los EE.UU. man-
tienen relaciones oficiales (CIDH, 
2002, par. 104). 

Las Dann consideran que ellas no 
han podido frenar la invasión y ero-
sión de su territorio cometida por el 
gobierno y que los EE.UU. 1) acti-
vamente buscan despojarlas de sus 
tierras tradicionales, 2) les impiden 
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el pastoreo de su ganado y ha con-
fiscado su ganado en dos ocasiones, 
3) contraviene los derechos de tie-
rra SO con su sistema de permisos, 
4) contamina el agua subterránea y 
promete encapsular más a las Dann 
con la autorización de prospección 
de minerales y 5) sus provincias 
(Nevada) les impide la caza tradi-
cional (CIDH, 2002, pár. 38-42). 
Además, la Dann denunciaron, con 
relación al uso y ocupación de las 
tierras ancestrales de los SO, viola-
ciones a seis artículos de la Decla-
ración Americana de los Derechos 
y Deberes del Hombre (Declaración 
Americana): artículo II (Derecho 
de igualdad ante la ley), III (Dere-
cho de libertad religiosa y de culto), 
VI (Derecho a la constitución y a la 
protección de la familia), XIV (De-
recho al trabajo y a una justa retribu-
ción), XVIII (Derecho de justicia) y 
XXIII (Derecho a la propiedad). 

Anaya (2005) ha sugerido que la 
democracia estadounidense ha in-
tentado despojarlas de su territorio. 
En esta tentativa, han participado 
los tres poderes del Estado estadou-
nidense (CIDH, 2002; 1999). Por 
ejemplo, el Poder Ejecutivo ha sido 
un actor central a través de diversas 
oficinas: el Departamento de Esta-
do, el Departamento del Interior, la 
Oficina de Administración de Tie-
rras (United States Bureau of Land 
Management10). Pero, el órgano más 

10 Su posición era que los SO ya no tienen derechos 
sobre sus tierras ancestrales [par 20]- y, por lo 
tanto, necesitan permiso para que su ganado 

importante en este caso ha sido la 
Comisión de Reclamos Indígenas 
o CRI (1946-1978) que fue creada 
como un cuerpo cuasi-judicial cuyo 
fin fue determinar asuntos de recla-
mos indígenas de tierras, ofreciendo 
compensaciones monetarias y exclu-
yendo la posibilidad de la restitución 
de tierras (CIDH, 2002 par. 112). La 
CRI fue especialmente creada para li-
tigar y decidir sobre reclamos sobre la 
base de los EE.UU. tomarán acción 
oficial para un objetivo público que 
resulten en la privación del uso de su 
propiedad de un individuo (inverse 
condemnations), y el pago de una in-
demnización (CIDH, 2002, par. 83). 
La CRI tenía jurisdicción para escu-
char reclamos surgidos de la toma, 
por parte de EE.UU. de tierras po-
seídas u ocupadas, como resultado de 
un tratado de cesión o de otro modo: 
toma de tierras por invasión gradual 
creado por colonos y minería (CIDH, 
2002 párrafo 80). Su función práctica 
fue legalizar la apropiación de tierras 
por la “invasión gradual de colonos y 
minería” (CIDH, 2002, par. 82). Este 
argumento no se había utilizado antes 
y tampoco se utilizó después (Kinni-
son, 2011; Fishel 2006), pero en el 
caso de las Dann, la CRI argumentó 
que los EE.UU. obtuvieran título de 
propiedad mediante el ejercicio de 
poderes soberanos (expropiación): 
la colonización del Oeste. Para las 

paste en tierras públicas. Los EE.UU. sostienen 
ante la CIDH (2002 par. 77) que mientras las 
Dann cumplan con los requerimientos del BLM, 
ellas son elegibles para un permiso para pastar su 
ganado en tierras públicas.
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Dann, el proceso de la CRI había sido 
una farsa (CIDH, 2002, par. 86)11 y 
recurrieron a la CIDH. 

Pero además del Poder Ejecutivo, el 
Congreso de los EE.UU. también ha 
jugado un papel fundamental. Por 
ejemplo, este legisló para crear la Co-
misión de Reclamos Indios (Indian 
Claims Commission o ICC por sus 

11 De acuerdo con los EE.UU., el proceso del CRI 
(que operó en el periodo 1946-1978) sucedió 
en un litigio iniciado en 1951 y completado 
1977, con la determinación del valor de la tierra 
de los SO por $21,550,000.00, según valores 
del 1 de julio de 1872: En 1951, la banda 
Temoak de los SO solicitó al CRI buscando una 
compensación por la toma de largas extensiones 
de territorio SO en California y Nevada. En 1962, 
el ICC determinó que el título indígena sobre la 
propiedad de California se extinguió en marzo 
de 1853 y que el monto de compensación puede 
estimarse con base en esa fecha. En 1962, también 
determinó que los indios había continuamente 
usado y ocupado 22 millones de acres de tierra en 
Nevada hasta que su estilo de vida fue perturbado 
y ellos fueron privados de sus tierras por “invasión 
gradual” (gradual encroachment) por colonos 
blancos y otros, y la adquisición, disposición o 
toma de sus tierras por los EE.UU. para su uso y 
beneficio y el de sus ciudadanos. Pero los EE.UU. 
también argumentan que como la invasión ha 
sido gradual, no hay un evento histórico, legal 
o administrativo que marque la extinción del 
título tribal aborigen de los SO sobre las tierras 
en cuestión. Por lo tanto, en 1966, el abogado 
de los SO y los EE.UU. acordaron en una fecha: 
1 de julio de 1872 para tomarla como base de 
valuación de las tierras Shoshón en Nevada y 
el CRI empezó a determina el valor y estimó 26 
millones en compensación más 4.6 millones en 
compensación por minerales removidos antes de 
1872. En abril de 1974, otro grupo SO (Western 
Shoshone Legal Defense and Education Association, 
que incluye a las Dann) intentó intervenir en los 
procedimientos y argumentó que la tribu todavía 
tenía título sobre aprox. 12 millones de acres de 
tierra de Nevada, cuestionando las conclusiones 
del CRI de que el título SO se había extinto 
(CIDH 2002 par. 87).

siglas en inglés12) con el propósito de 
determinar asuntos de reclamos in-
dígenas de tierras (CIDH, 2002, par. 
82). Hacia el año 2000, para concluir 
el proceso de la CRI, eran necesarias 
dos nuevas leyes: Nevada Public Land 
Management Act of 1999 (Nevada Pu-
blic Land Bill13) y Western Shoshone 
Claims Distribution Act (Distribution 
Bill14); sin embargo, las Dann solici-
taron a la CIDH medidas cautelares 
cuando dos iniciativas fueron ingresa-
das en el Congreso. Finalmente, el 7 
de julio de 2004, el presidente Geor-
ge Bush firmó la ley, en un intento 
por imponerse sobre los SO. Carrie 
Dann declaró: “Hoy, el gobierno de 
los EE.UU. ha oficialmente intentado 
completar el robo de tierra más grande 
en la historia de los EE.UU. en viola-
ción de la ley de los EE.UU., inclui-
da la Constitución” (Carrie Dann en 
Kinnison, 2011, p. 1318). 

De la misma manera, el Poder Judi-
cial, a través de su sistema de cortes, 
concluyó que los procedimientos de la 
CRI habían extinguido el título de los 
SO (CIDH, 2002, par. 80) y que la Su-
prema Corte del país había reconoci-
do, en 1985, que independientemente 

12 La Indian Claims Commission (1946-1978) fue 
un mecanismo administrativo cuasijudicial 
fue creada para litigar y decir sobre reclamos 
indígenas de tierra; el órgano fue criticada por la 
CIDH (2002 par. 105-112).

13 Autorizaría la disposición de tierras públicas en 
Nevada mediante venta en subasta a intereses 
privados, por actividades mineras y ganaderas.

14 Esta ley autorizaría una distribución per cápita de 
los fondos autorizados por CRI por la extinción 
de los derechos sobre las tierras ancestrales de los 
SO; pero la legislación autorizaría la distribución 
de fondos que no han sido aceptados por los SO.
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de si hubo un juicio sobre el estatus 
del título de tierras ancestrales de los 
SO, una decisión final había sido ya 
formulada por el CRI. De esta manera, 
las cortes confirmaron que: 1) los SO 
habían sido privados de su territorio 
tradicional a partir del 1 de julio de 
1872 (CIDH, 2002, par. 88), 2) que 
tanto las Dann como otros SO habían 
perdido cualquier derecho en esas tie-
rras y 3) que lo que había llevado a 
esa pérdida fue la invasión de colonos 
estadounidenses y que, precisamente, 
esa determinación la había hecho la 
CRI (CIDH, 2002, p.82). 

Pero, en contradicción con las resolu-
ciones judiciales del Estado estadouni-
dense, la CIDH estableció que el tema 
del título de tierra de los SO no ha juz-
gado por las cortes de EE.UU. (CIDH, 
2002, par. 137) y argumentó que las 
cortes estadounidenses no protegieron 
los derechos de las Dann (artículo II 
de la Declaración Americana) pues 
no se determinó el estatus de la tierras 
tradicionales de los SO mediante una 
consulta y consentimiento informado 
y mutuo (CIDH, 2002, par. 141, 143 
y 145). También estableció que no se 
podía decir que las demandas de dere-
chos de propiedad en las tierras ances-
trales de los SO habían sido determi-
nadas mediante un proceso efectivo y 
justo en conformidad con los artículos 
XVIII y XXIII de la Declaración Ame-
ricana (CIDH, 2002, par. 142). 

 En el caso de las Dann, la CIDH es-
timó que los EE.UU. violaron la De-
claración Americana y concluyó, en 

conexión con los reclamos de dere-
chos de propiedad en las tierras an-
cestrales de los SO, que los EE.UU. 
violaron la Declaración Americana en 
cuanto al derecho de igualdad frente a 
la ley (artículo II), derecho a un juicio 
justo (XVIII) y derecho de propiedad 
(XXIII). En su reporte sobre el caso, la 
CIDH afirmó una tesis de la Corte In-
teramericana. La Corte ha establecido 
en su jurisprudencia un derecho con-
tra la interferencia del Estado con los 
derechos de los pueblos indígenas en 
tierras y recursos, sin su consentimien-
to y, además, un derecho afirmativo a 
recibir protección de dicha interfe-
rencia por privados (Anaya, 2005). 
También en su reporte, la CIDH hizo 
dos recomendaciones: 1) proveer a las 
hermanas Dann con un remedio efec-
tivo, que incluya adoptar las medidas 
legislativas u otras necesarias para 
asegurar respecto por el derecho a pro-
piedad de las Dann, de acuerdo con 
los artículos II, XVIII y XXIII de la 
Declaración Americana, en conexión 
con sus reclamos a derechos de pro-
piedad en tierras ancestrales. 2) Que 
EE.UU. revisara sus leyes, procedi-
mientos y prácticas para asegurar que 
los derechos de propiedad indígenas se 
determinen según lo establecido en la 
Declaración Americana (artículos II, 
XVIII y XXIII). 

Por su parte, los EE.UU. sostuvieron 
el argumento de que el caso no invo-
lucra violaciones a derechos huma-
nos, sino un largo litigio sobre título 
de tierra y cuestiones de uso de tie-
rra que han sido y continúan siendo 
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considerados por los tres poderes del 
país. Ante el rechazo que los EE.UU. 
hicieron de la opinión (reporte) de la 
CIDH, esta presentó sus conclusiones 
y recomendaciones a la Asamblea 
General de la OEA. 

 Pero además de la disputa sobre si el 
caso de las Dann encierra o no viola-
ciones a los derechos humanos, otra 
disputa entre la CIDH y los EE.UU. se 
refiere al estado de los derechos de las 
Dann sobre el territorio en disputa. Los 
EE.UU. niegan la continua existencia 
de los derechos legales sobre tierra an-
cestral de los SO y declara que sus de-
rechos de tierra se han extinguido por 
encapsulamiento (CIDH, 2002, par. 
43), que los SO ya no tiene derechos 
sobre tierras ancestrales (CIDH, 2002, 
par. 20) y que las instancias judiciales 
terminantemente concluyeron que el 
título de los SO se extinguió. 

Los EE.UU. afirmaron que el título 
de las Dann a la tierra en cuestión se 
ha extinguido en un largo litigio en 
las cortes estadounidenses, incluida 
la Suprema Corte, y que la compen-
sación por la pérdida del título ha 
sido adjudicado en un fideicomiso 
para las Dann y otros SO y que esta-
ba pendiente un plan de distribución 
de los fondos que sería aprobado por 
el Congreso (CIDH, 2002, par. 76). 
Sobre este tema, Anaya (2005) argu-
menta que la Corte Interamericana 
ha establecido en su jurisprudencia un 
derecho contra la interferencia del Es-
tado con los derechos de los pueblos 
indígenas en tierras y recursos, sin su 

consentimiento y, además, un derecho 
afirmativo a recibir protección de di-
cha interferencia por privados. 

De esta manera, sobre la pregunta de 
si subsisten derechos de propiedad de 
las hermanas Dann en tierras tradi-
cionales, la revisión del rol de los tres 
poderes, resalta la justificación para 
apropiarse del territorio indígena. La 
justificación es la invasión gradual. La 
CRI, utiliza el argumento de la inva-
sión gradual para establece que los SO 
dejaron de ejercer suficiente ocupa-
ción y control sobre las tierras en cues-
tión como para retener el título abori-
gen y que el gobierno de los EE.UU. 
había impuesto suficiente autoridad 
sobre las tierras para constituir la ex-
tinción directa de cualquiera derechos 
pre existentes. EE.UU. no niega que 
las tierras en cuestión hayan sido el te-
rritorio ancestral de los SO, pero alega 
que esos derechos se extinguieron en 
1872 mediante determinaciones ad-
ministrativas y judiciales ante la CRI. 
Este organismo argumentó que no en-
contró ocupación ni control indígena 
suficiente sobre las tierras en disputa 
como para retener el título original 
(aboriginal title15) y, en cambio, afir-
mó que los EE.UU. habían ejercido 
“suficiente autoridad sobre las tierras 
para constituir una extinción directa 
de cualquier derecho preexistente” 
(CIDH, 2002, pár. 89). 

15 La doctrina del título aborigen (aboriginal 
title) refiere que los EE.UU. permiten a los 
Nativo Americanos, como tribus y, en algunos 
casos como individuos, a usar y ocupar tierras 
tradicionales (CIDH 2002, par. 80).
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Las cortes confirmaron esa decisión. 
Es decir, en el caso en estudio, la justi-
ficación que la CRI encontró para que 
los EE.UU. obtuvieran título de pro-
piedad fue el ejercicio de poderes so-
beranos (expropiación) derivado de la 
colonización del Oeste. La función de 
la CRI fue legalizar la apropiación de 
tierras por “invasión gradual de colo-
nos y minería” (CIDH, 2002, par. 69; 
82). Entonces, la teoría bajo la cual 
la CRI determinó la extinción de los 
SO fue la de “invasión gradual” otros; 
el problema con esta teoría es que 
constituye la base para realizar trans-
ferencias de derechos de propiedad de 
tierra sin consentimiento, con discri-
minación y en perjuicio de los pueblos 
indígenas que continúan en posesión 
de sus territorios tradicionales.

Los EE.UU. rechazaron las conclusio-
nes y recomendaciones de la CIDH 
(2002, pár., 150); además, rechazaron 
los hallazgos de la CIDH sobre la base 
que la Declaración Americana no 
puede ser objeto de violaciones por 
los EE.UU. porque no es un instru-
mento legalmente vinculante; reiteró 
que la demanda de las Dann “no es, 
fundamentalmente, una demanda de 
derechos humanos, sino un intento 
de dos individuos indígenas para rea-
brir la cuestión colectiva de derechos 
tribales de propiedad a la tierra SO”. 
Finalmente, los EE.UU. desestimaron 
el caso porque continuó con acciones 
contra las Dann (CIDH, 2002, pár., 
177, 179). De esta manera, los EE.UU. 
insistieron en que la CIDH carecía de 
jurisdicción y continuaron ejerciendo 

actos de extinción del título territorial 
de Shoshón; tan solo un mes después 
de la decisión de la CIDH, la Oficina 
de Administración de Tierras confiscó 
más de 400 caballos de los SO que pas-
taban en tierras tradicionales (Kinni-
son, 2011; Fishel, 2007). 

El caso es evidencia de la violación 
a los derechos humanos de indígenas 
con la finalidad de despojarlos de su 
territorio. Lo que a la luz de un caso 
como este parece necesario son nue-
vas formas y métodos para relacionar 
al Estado con quienes han estado so-
metidos a mecanismos de exclusión y 
violencia. En el caso de las Dann, las 
instituciones políticas estadouniden-
ses no reconocieron la vigencia de los 
derechos de los SO sobre su territorio 
tradicional, en contradicción con las 
resolución de organismos multilatera-
les como la CIDH (Kinnison, 2011; 
Tittemore, 2007) y, además, del Co-
mité de las Naciones Unidas para la 
Eliminación de la Discriminación Ra-
cial (Fishel, 2007; McDonald, 2009) 
–caso que no se analiza aquí. 

En 2007, el Departamento de Asuntos 
Indígenas (Bureau of Indian Affairs) 
empezó a recibir solicitudes para pro-
ceder al pago de compensaciones, 
siendo emitido el primer pago el 1 
de marzo de 2011 (Kinnison, 2011) 
mientras sectores de los SO se oponen 
a los pagos. Es decir, a pesar de que 
órganos multilaterales de derechos 
humanos han enfatizado la necesidad 
de los EE.UU. de resolver la disputa 
con los SO, aquellos han intentado 
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seguir adelante con la determinación 
de apropiarse del territorio tradicional 
Shoshón. En 2011, los EE.UU. con-
tinuaron con la resolución de termi-
nar los derechos de tierra de los SO, a 
pesar de las violaciones al tratado del 
Valle Rubí, de generar una teoría ad 
hoc de extinción del título indígena 
(invasión gradual) y una negación de 
los derechos de propiedad y justicia de 
las Dann, en particular, y de los SO, 
en general. El 28 de septiembre de 
2012, el pago de las indemnizaciones 
ordenadas por la ley (Distribution Bill) 
estaba en su última etapa: 5361 indi-
viduos recibirían $35,137.93 U.S.D. y 
902 apelaron su exclusión de la lista 
de beneficiarios (BIA, 2014). 

Conclusiones 

La CIDH negó el argumento según el 
cual los derechos del pueblo SO sobre 
su territorio tradicional podrían legí-
timamente extinguirse con base en la 
necesidad de EE.UU. de colonización 
o invasión gradual (CIDH, 2002, par. 
114-123). El caso de Mary y Carrie 
Dann es parte de una historia cen-
tenaria de agravios cometidos con-
tra individuos pero también contra 
pueblos, naciones y tribus. Pero reto-
mando el caso de las hermanas Dann, 
el artículo ha intentado argumentar 
que lo que define a las Homines sacri 
u Homo sacer (Agamben, 1998) es 
la violencia de la que son objeto; el 
concepto se refiere a la vida humana 
que es objeto de violencia y abar-
ca a quienes han sido confrontados 
con procesos sociales de exclusión, 

incluso si disfrutan formalmente de 
todos sus derechos (Lemke, 2011). 
Las hermanas Dann, como Homine 
sacri, han sido despojadas de dere-
chos, propiedad. El artículo también 
ha intentado establecer una relación 
entre la experiencia de las naciones, 
pueblos, tribus, bandas y comunida-
des indígenas con este concepto. 

Finalmente, el caso de las Dann nos 
permite reflexionar sobre algunas afir-
maciones de Agamben (1998), por 
ejemplo, él sugiere dejar de considerar 
a las declaraciones de derechos como 
proclamaciones de valores y principios 
éticos eternos que terminan siendo 
poco efectivas; él argumenta que fren-
te a la existencia de marcos legales de 
protección y derechos a aquellos in-
dividuos o grupos humanos que han 
carecido de ellos, lo que parece más 
necesario son nuevas formas y méto-
dos políticos que promuevan la inclu-
sión y que anulen las diferencias entre 
quienes a pesar de su estatus humano/
ciudadano, están sometidos a meca-
nismos de exclusión y violencia. 
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